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IV. BIBLIOGRAFÍA SELECCIONADA.
I) NOVEDADES NORMATIVAS 

Muchas son las normas medioambientales que se han dictado en éste periodo. Ello se debe fundamentalmente a la necesaria adaptación de toda la normativa en nuestro país a las nuevas reglas procedentes del Derecho comunitario (Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior), y concretadas en las llamadas “Ley Paraguas” (Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio) y “Ley Ómnibus” (Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de libre prestación de servicios, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio). Ello ha significado la derogación o reforma de una enorme cantidad de normativa ambiental en nuestro país. Por razones de espacio, se tratarán aquí únicamente los aspectos más importantes de dicha reforma, centrándonos especialmente en el Derecho estatal. 

1. Estado

- Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio (BOE núm. 308, de 23 de diciembre de 2009). 

Esta norma, bautizada también como “Ley ómnibus” por la cantidad de normativa que modifica, procede a la adaptación de las leyes estatales al nuevo régimen de los servicios en el mercado interior (Directiva de Servicios). 

De estas modificaciones, nos interesan en este informe las relativas a los Servicios medioambientales y de agricultura, concretadas en el Título V de la presente Ley. De las Leyes afectadas, se eliminan ocho regímenes de autorización, cinco de los cuales se sustituyen por declaración responsable y uno por comunicación, y se procede también a la eliminación de otros límites y requisitos. A continuación vemos varios ejemplos de esta regulación: 

Por ejemplo, se modifica la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de Vías Pecuarias, para sustituir por una declaración responsable el requisito de autorización de circulación de vehículos motorizados en el caso de que dicha circulación se halle vinculada a una actividad de servicios (art. 31). 

La Ley 10/1998, de 21 de abril, de Residuos también queda modificada y, por ejemplo, se introduce un Registro de producción y gestión de residuos y la necesidad de comunicación previa en todo caso para actividades de importación, adquisición intracomunitaria, intermediación y agencia en relación con residuos (art. 32). 

Se modifica el Texto Refundido de la Ley de Aguas, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, para introducir una declaración responsable respecto a los usos comunes especiales (que no excluyen la utilización del recurso por terceros) y para la navegación recreativa en embalses (art. 33). 

Se modifica la Ley 8/2003, de 24 de abril, de Sanidad Animal, sustituyéndose la necesidad de autorización para los productos zoosanitarios por una declaración responsable al Ministerio de Sanidad y Consumo, salvo en el caso de los reactivos de diagnóstico de las enfermedades de los animales, que siguen requiriendo autorización (art. 38). 

Se introducen más modificaciones en otras disposiciones legales, como la Ley de 20 de febrero de 1942, por la que se regula el fomento y conservación de la pesca fluvial, la Ley 1/1970, de 4 de abril, de Caza, la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas, la Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes, la Ley 5/2007, de 3 de abril, de la Red de Parques Nacionales, la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad, la Ley 3/2001, de 26 de marzo, de Pesca Marítima del Estado y la Ley 30/2006, de 26 de julio, de Semillas y Plantas de Vivero de Recursos Fitogenéticos. 
- Real Decreto 108/2010, de 5 de febrero, por el que se modifican diversos reales decretos en materia de agricultura e industrias agrarias, para su adaptación a la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso de las actividades de servicios y su ejercicio. (BOE núm. 33, de 6 de febrero de 2010). 

En la línea de la Directiva de Servicios y sus normas de transposición en nuestro país, este Reglamento procede a la adaptación del RD 1201/2002, de 20 de noviembre, por el que se regula la producción integrada de productos agrícolas, sustituyendo la autorización previa al registro de operadores de producción agraria integrada por una notificación previa y a la modificación del RD 824/2005, de 8 de julio, sobre productos fertilizantes, suprimiendo la certificación autonómica de que se cumplen con las debidas exigencias reglamentarias. 

Asimismo, deroga una serie de normas, entre ellas, el RD 520/2006, de 28 de abril, por el que se regulan las entidades que presten servicios de asesoramiento a las explotaciones agrarias, dado que en la actualidad, y por exigencias del Derecho Comunitario, este ha devenido un sistema autonómico. También se derogan el RD 2685/1980, de 17 de octubre, sobre liberalización y nueva regulación de industrias agrarias y el RD 736/1995, de 5 de mayo, por el que se declara industrias liberalizadas a diversas industrias agroalimentarias. 
- Ley 6/2010, de 24 de marzo, de modificación del texto refundido de la Ley de Evaluación de Impacto Ambiental de proyectos, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2008, de 11 de enero. (BOE núm. 73, de 25 de marzo de 2010). 

Esta norma viene a reformar la normativa sobre Evaluación de Impacto Ambiental para su adaptación a la Directiva de Servicios, y al mismo tiempo pretende delimitar claramente las fases y actuaciones del procedimiento de EIA. 

En el sentido de la Disposición Adicional 5ª de la Ley 25/2009, de 22 de diciembre de 2009 (Ley Ómnibus), el procedimiento de Evaluación de Impacto Ambiental pervive en aquellos proyectos para los que ya no sea exigible un régimen de autorización administrativa por existir uno de comunicación previa o declaración responsable. Fundamentalmente, la presente modificación legislativa pretende aclarar cómo se ha de proceder a la realización de la EIA en dichos procedimientos. Así, indica que habrá que considerar órgano sustantivo también a aquel competente para controlar la actividad a través de la declaración responsable o comunicación (art. 2.2). En los siguientes artículos se asigna a dicho órgano las mismas competencias respecto al procedimiento de EIA que tiene todo órgano sustantivo (trámite de información pública…). Es necesario indicar que conforme a la Disposición Adicional 6ª, esta definición de órgano sustantivo, que comprende al destinado a controlar la comunicación o declaración responsable, tiene carácter básico, al contrario que la mayor parte del articulado de la Ley, que solo se aplica a la EIA en el nivel estatal. 

Al igual que en la normativa general (Ley Ómnibus), esta norma explicita que la declaración responsable o comunicación no puede presentarse hasta haberse llevado a cabo la evaluación de impacto ambiental, careciendo de validez y eficacia una declaración responsable relativa a un proyecto que no se ajuste a lo determinado en la DIA (art. 18 bis). 

La Ley modifica también el art. 5 del Texto refundido de EIA para delimitar claramente las actuaciones que comprende el procedimiento de EIA, actuaciones que se integran a partir de ahora en tres fases diferenciadas: 1) determinación del alcance del estudio de impacto ambiental, 2) estudio de impacto ambiental, información pública y consultas y 3) declaración de impacto ambiental, y en los siguientes artículos pasa a detallar un poco más el contenido de cada una de esas tres fases. 

Asimismo, y en el sentido de la Directiva de Servicios la Ley se refiere expresamente al plazo para la realización del Estudio de impacto ambiental, información pública y consultas, que se reduce a 18 meses desde que el promotor recibe notificación sobre la determinación del alcance del estudio de impacto ambiental, archivándose el expediente si se el órgano ambiental no ha recibido en ese plazo el estudio de impacto ambiental por causas imputables al promotor. El plazo máximo de que el órgano ambiental dispone para la formulación de la declaración de impacto ambiental se reduce a tres meses desde la recepción del expediente completo (art. 10.2). 

Respecto al régimen transitorio, los expedientes de EIA iniciados antes de la entrada en vigor de esta modificación, se rigen por la normativa anterior (DT 1ª) y aquellos iniciados con anterioridad a la Ley 9/2006, de 28 de abril, sobre evaluación de los efectos de determinados planes y programas en el medio ambiente, tienen un plazo de caducidad de tres años desde la entrada en vigor de la presente modificación (DT 2ª). 

- Real Decreto 106/2010, de 5 de febrero, por el que se modifican diversos reales decretos en materia veterinaria y zootécnica y se simplifican los procedimientos para confeccionar listas y publicar información en dichos ámbitos. (BOE núm. 33, de 6 de febrero de 2010). 

Esta norma viene a adaptar 15 reglamentos veterinarios y zootécnicos a la Directiva 2008/73/CE, del Consejo, de 15 de julio de 2008, por la que se simplifican los procedimientos para confeccionar listas y publicar información en los ámbitos veterinario y zootécnico. 

La norma armoniza los procedimientos de registro, confección de listas y actualización, transmisión y publicación de las mismas. También introduce modificaciones en las importaciones de esperma, óvulos y embriones para minimizar los riesgos zoosanitarios y simplifica los correspondientes procedimientos de confección de listas y publicación de información. 
- Real Decreto 367/2010, de 26 de marzo, de modificación de diversos reglamentos del área de medio ambiente para su adaptación a la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, y a la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley de libre acceso a actividades de servicios y su ejercicio. (BOE núm. 75, de 27 de marzo de 2010). 

Esta norma deroga o introduce pequeñas modificaciones en 19 reglamentos ambientales en materia de medio natural, aguas, costas, medio ambiente industrial y organismos modificados genéticamente para su adaptación a las nuevas reglas introducidas por la Directiva de Servicios (Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior) y sus Leyes de transposición a Derecho español. 

En muchos casos, la norma entera o parte de la misma queda derogada, manteniendo sin embargo su vigencia en aquellas comunidades y ciudades autónomas que no tengan normativa aprobada en la materia, en tanto no se dicte dicha normativa, al igual que sucedió con el RAMINP tras la disposición derogatoria 1ª de la Ley de calidad del aire de 2007. Es el caso del Reglamento para la ejecución de la Ley de Pesca Fluvial de 20 de febrero de 1942, aprobado por Decreto de 6 de abril de 1943, el Reglamento de Montes, aprobado por el Decreto 485/1962, de 22 de febrero, el Reglamento de ejecución de la Ley de caza de 4 de abril de 1970, aprobado por el Decreto 506/1971, de 25 de marzo y el Reglamento de incendios forestales, aprobado por el Decreto 3769/1972, de 23 de diciembre. 

Otras quedan derogadas completamente sin mantener su vigencia, como el Real Decreto 1697/2003, de 12 de diciembre, por el que se crea la Comisión Nacional de Biovigilancia (disposición derogatoria única).
En otros casos, se introducen modificaciones puntuales para introducir el mecanismo de la comunicación previa o declaración responsable y las nuevas reglas relativas al régimen de autorizaciones administrativas o de silencio administrativo positivo. Algunos experimentan una reforma muy detallada, como el Reglamento del Dominio Público Hidráulico aprobado por el Real Decreto 849/1986, de 11 de abril y el Real Decreto 178/2004, de 30 de enero, por el que se aprueba el reglamento general para el desarrollo y ejecución de la ley 9/2003, de 25 de abril, por la que se establece el régimen jurídico de la utilización confinada, liberación voluntaria y comercialización de organismos modificados genéticamente. Otros experimentan modificaciones menores, como el Reglamento General para Desarrollo y Ejecución de la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas, aprobado por el Real Decreto 1471/1989, de 1 de diciembre, el Reglamento de residuos tóxicos y peligrosos aprobado por el Real Decreto 833/1988, de 20 de julio, el Real Decreto 653/2003, de 30 de mayo, de incineración de residuos, el Real Decreto 208/2005, de 25 de febrero, de residuos de aparatos eléctricos y electrónicos, el Reglamento para el desarrollo y ejecución de la Ley 16/2002, de 1 de julio, de prevención y control integrados de la contaminación, aprobado por el Real Decreto 509/2007, de 20 de abril y otros que no se detallan por razones de espacio. 

- Real Decreto 342/2010, de 19 de marzo, por el que se modifica el Real Decreto 664/2007, de 25 de mayo, por el que se regula la alimentación de aves rapaces necrófagas con subproductos animales no destinados a consumo humano. (BOE núm. 83, de 6 de abril de 2010). 

Esta norma se dicta en virtud de la habilitación contenida en la disposición final 5ª de la Ley 8/2003, de 24 de abril, de sanidad animal, y con objeto de lograr la adecuación de las medidas seguidas en vigilancia de la Encefalopatía Espongiforme Bovina a la reciente Decisión 2009/719/CE de la Comisión Europea, de 28 de septiembre de 2009, por la que se autoriza a determinados Estados miembros a revisar sus programas anuales de seguimiento de la Encefalopatía Espongiforme Bovina. Ello exige una adecuación de la edad de chequeo de los animales bovinos destinados a la alimentación de aves rapaces necrófagas con la del resto de grupos, a fin de la debida uniformidad del programa de vigilancia. 

- Real Decreto 488/2010, de 23 de abril, por el que se regulan los productos zoosanitarios. (BOE núm. 99, de 24 de abril de 2010). 

Esta norma viene a sustituir a su homólogo, el RD 163/1981, de 23 de enero, así como a diversas normas específicas sobre determinados productos zoosanitarios, dando así cumplimiento a la remisión contenida en la Ley 8/2003, de 24 de abril, de Sanidad Animal, que llama a una adaptación de la normativa reglamentaria a la nueva realidad en el sector. Asimismo, se procede a una adaptación de la normativa a la Ley Ómnibus, que como vimos modificó la Ley de Sanidad Animal sustituyendo ciertas autorizaciones por declaraciones responsables. 

Se trata de una norma de contenido técnico, que regula la autorización, comercialización y uso de los productos zoosanitarios, excluyéndose del ámbito de aplicación los medicamentos veterinarios, piensos medicamentosos, biocidas y productos para la alimentación animal, que continúan rigiéndose por su normativa específica (art. 1). 

Respecto a la adaptación a la Directiva de Servicios, y al igual que la Ley de la que procede, la norma fija una autorización previa obligatoria, competencia del Ministerio de Medio Ambiente y Medio Rural y Marino, para los reactivos de diagnóstico de las enfermedades de los animales, quedando el resto de productos zoosanitarios sometidos al régimen de declaración responsable (art. 5). 

2. Comunidades Autónomas 

A) País Vasco

- Ley 1/2010, de 11 de marzo, de modificación de la Ley 16/1994, de 30 de junio, de Conservación de la Naturaleza del País Vasco. (BOE núm. 93, de 17 de abril de 2010). 

Esta Ley introduce pequeñas modificaciones en la Ley de Conservación de la Naturaleza del País Vasco, orientadas a la protección de espacios naturales protegidos frente a la actividad minera, que a día de hoy todavía se produce en dichos límites, como sucede con la cantera de Zalloventa en el parque natural de Urkiola, especialmente citada como motivación de la presente Ley. Así, fundamentalmente, introduce un apartado 4 en el art. 17 de dicha norma indicando que “dentro de los límites y zonas de afección de los espacios naturales protegidos no podrá llevarse a cabo explotación minera alguna, ni a cielo abierto ni de forma subterránea”. 

B) Cataluña

- Ley 2/2010, de 18 de febrero, de pesca y acción marítimas (BOE núm. 63, de 13 de marzo de 2010). 

Esta Ley sustituye a su homóloga de 1986, dada la evolución del sector pesquero y demás actividades marítimas en Cataluña y asimismo dada la existencia de un nuevo marco normativo: reforma del Estatuto de autonomía catalán, nueva y abundante normativa comunitaria sobre pesca y nueva legislación básica del Estado: la Ley 3/2001, de 26 de marzo, de pesca marítima del Estado. 

La Generalidad tiene competencia exclusiva en materia de actividades marítimas, pesqueras y recreativas en aguas interiores, y compartida en materia de ordenación del sector pesquero conforme al art. 119 del Estatuto de Autonomía. Dichos recursos deben además ser utilizados de un modo racional y sostenible (arts. 27 y 46 Estatuto). 

Dentro de dicho marco, la presente Ley regula la pesca tanto en su vertiente profesional como recreativa, así como las demás actividades humanas que tienen lugar en el medio marino: marisqueo, acuicultura, comercialización de los productos y actividades recreativas náuticas (art. 1). Entre sus objetivos se cuentan la explotación racional, responsable y sostenible de los recursos marinos, la adaptación de la flota a los recursos existentes y el mejoramiento de la productividad y condiciones de trabajo, así como un impulso a la innovación e investigación en la materia (art. 5). 

En cuanto a la pesca marítima en aguas interiores y el marisqueo (Título I), la Ley busca la protección y regeneración de los recursos pesqueros, para lo cual somete a autorización cualquier práctica pesquera. Dicha autorización tiene carácter obligatorio y temporal (5 años) y es necesaria para la inscripción en el Registro de pesca y acuicultura de Cataluña (art. 9 y ss). 

También se regula la zonificación pesquera, pudiendo la Generalidad declarar a) reservas pesqueras y marisqueras, b) zonas de acondicionamiento marino y c) zonas de herbazales de fanerógamas marinas, coralígenos y fondos de maïrl y todas las que sean declaradas de protección (art. 29). 

El Título II regula la acuicultura, que se somete a planificación, existiendo competencias para declarar zonas de especial interés y un régimen concesional para establecimientos que ocupen porciones del dominio público marítimo-terrestre y autorizatorio para los demás. Ambas generan un canon de ocupación, instalación y explotación, cuya cuantía queda pendiente de determinación por Ley (art. 60). 

El Título III es el eje central de la Ley, y regula el sector pesquero. Respecto a los profesionales, se establecen requisitos para el ejercicio profesional de la pesca y se regulan las cofradías, organizaciones de productores y organizaciones sindicales y empresariales (cap. II). Respecto a la flota pesquera, se prevé su modernización y reconversión de embarcaciones buscando objetivos de seguridad y de calidad (cap. III), con cargo a ayudas y subvenciones tanto de la Generalidad, como comunitarias (cap. IV). Finalmente, se regula también la comercialización de los productos de la pesca, buscando controlar y garantizar el ejercicio responsable de dichas actividades y promover la participación de los productores en la comercialización de la pesca y la calidad y sostenibilidad de la oferta de productos pesqueros (cap. V). 

En el Título IV se regula el Registro de Pesca y Acuicultura de Cataluña y en el Título V el Consejo de Pesca y Asuntos Marítimos de Cataluña, previsto como órgano de participación, asesoramiento y consulta, integrado por representantes del departamento competente en materia de pesca y acción marítimas, otros departamentos de la Generalidad, agentes vinculados al sector pesquero, entidades marítimas y de pesca recreativa y entidades conservacionistas y de investigación (art. 98), y que emite informes preceptivos sobre anteproyectos de ley y disposiciones que afecten al sector. 

La Ley se refiere también a la formación náutico-pesquera, creando la Escuela de Capacitación Náutico-pesquera de Cataluña (Título VI), a la regulación del resto de actividades marítimas, tales como recreativas, subacuáticas… (Título VII) y finalmente regula la función de inspección, previendo un catálogo de infracciones y sanciones en el Título VIII. 

C) Galicia

- Ley 1/2010, de 11 de febrero, de modificación de diversas leyes de Galicia para su adaptación a la Directiva 2006/123/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior. (BOE núm. 86, de 9 de abril de 2010). 

Esta es la norma gallega de transposición de la Directiva de Servicios, que afecta al medio ambiente de distintas formas. Por un lado, se fija un nuevo régimen de actividades industriales, manteniéndose la autorización de las mismas únicamente cuando resulte imprescindible para el cumplimiento de obligaciones del Estado derivadas de instrumentos jurídicos internacionales y normas comunitarias, en lo cual se sigue literalmente el texto del art. 4 de la actual Ley de Industria, tras su modificación por la citada Ley Ómnibus. 

Por otro lado, se modifican diversas normas en materia medioambiental y agrícola. Por ejemplo, se sustituye la autorización a los establecimientos veterinarios, los centros de acicalamiento y cuidado y las residencias caninas y felinas por una comunicación previa en el marco de la Ley gallega 1/1993, de 13 de abril, de protección de animales domésticos y salvajes en cautividad. Se emprenden también otras pequeñas reformas, como la introducción de los principios de publicidad, objetividad, imparcialidad, transparencia y concurrencia competitiva, exigidos por el Derecho comunitario, en las concesiones para actividades de servicios en el marco de la Ley 7/1992, de 24 de julio, de pesca fluvial y de la Ley 3/2007, de 9 de abril, de prevención y defensa contra los incendios forestales de Galicia. 

D) Andalucía

- Decreto-ley 3/2009, de 22 de diciembre, que modifica diversas leyes para la transposición en Andalucía de la Directiva 2006/123/CE, de 12-12-2006, del Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a los servicios en le mercado interior (BOJA núm. 250, de 24 de diciembre de 2009). 

Esta es la norma de trasposición de la Directiva de Servicios en Andalucía. En materia de medio ambiente, se modifica la Ley 2/1989, de 18 de julio, por la que se aprueba el Inventario de espacios naturales protegidos de Andalucía y se establecen medidas adicionales para su protección para añadir como infracciones la realización de una actuación o actividad sin cumplir los requisitos exigidos o sin haber realizado la comunicación o declaración responsable, la inexactitud, falsedad y omisión en cualquier dato que se acompañe a la misma y la alteración o incumplimiento de las previsiones que mediante ella se fijen. También se modifican la Ley 2/1992, de 15 de junio, Forestal de Andalucía y la Ley 8/2003, de 28 de octubre, de la flora y la fauna silvestres, en el mismo sentido de introducir las anteriores infracciones. 

F) Cantabria

- Decreto 19/2010, de 18 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 17/2006, de 11 de diciembre, de Control Ambiental Integrado de Cantabria (BOC de 31 de marzo de 2010). 

Este Reglamento se dicta conforme a las competencias de desarrollo y ejecución ambiental asignadas por el art. 25.7 del Estatuto de Autonomía para Cantabria. Desarrolla la Ley 17/2006, de 11 de diciembre de Control Ambiental Integrado de Cantabria, que regula tres técnicas de control ambiental: la autorización ambiental integrada, la evaluación ambiental de planes, programas y proyectos y la comprobación ambiental. Ésta última es una cláusula de cierre que incluye una evaluación ambiental por parte de una comisión de las actividades que no puedan ser incluidas en las anteriores categorías, y que viene a sustituir al Reglamento de actividades molestas insalubres, nocivas y peligrosas (RAMINP). 

La presente norma regula las cuestiones de detalle no reguladas en la citada Ley. Aclara que el control autonómico a través de las citadas técnicas ambientales no sustituye el pertinente control municipal a través de las licencias de actividad o apertura. La Ley exige licencia de actividad a ciertas actividades de incidencia ambiental (las incluidas en los anexos A, B y C), mientras que exige únicamente licencia de apertura a las restantes. Ambas licencias deberán tramitarse con posterioridad a la obtención, en su caso, de las licencias autonómicas (art. 5). 

En su Título II, el Reglamento pasa a regular pormenorizadamente el régimen jurídico de la autorización ambiental integrada (AAI), que precede a todo resto de autorizaciones. Se respeta escrupulosamente la autonomía local, garantizándose la participación municipal en un doble momento: entre la documentación de la solicitud de la AAI figura un informe o certificación del Ayuntamiento que acredite la compatibilidad del proyecto con el planeamiento urbanístico (art. 13) y posteriormente, dentro del procedimiento existe otro informe preceptivo del mismo Ayuntamiento sobre los aspectos de la instalación que sean de su competencia (art. 18). 

El Título III regula la evaluación ambiental estratégica y la evaluación de impacto ambiental, de competencia autonómica, sin que exista una participación municipal sustancial en el mismo. 

El Título IV regula la comprobación ambiental, que sustituye el procedimiento del RAMINP. Se crea la Comisión para la Comprobación Ambiental como órgano competente para emitir el informe de comprobación ambiental; está adscrito a la Consejería de Medio ambiente, pero en su composición se incluyen cuatro representantes locales nombrados por la Federación de Municipios de Cantabria y un representante del municipio competente par aprobar el proyecto o actividad, con voz pero sin voto (art. 70). 

La norma busca también una adaptación al nuevo régimen introducido por la Directiva de Servicios y así, en su disposición adicional 3ª, dice que “en todas las ocasiones en que el reglamento se refiere al órgano autonómico o estatal competente para la aprobación o autorización del proyecto, se entenderá por extensión incluido el competente para controlar la actividad a través de la declaración responsable o comunicación”. 

I) Comunidad Valenciana 

- Ley 12/2009, de 23 de diciembre, de Medidas Fiscales, de Gestión Administrativa y Financiera y de Organización de la Generalitat. (DOCV núm. 6175, de 30 de diciembre de 2009). 

Esta es la norma valenciana de trasposición de la Directiva de Servicios. Respecto al medio ambiente, no introduce ningún cambio en materia del mercado interior de servicios, pero la norma aprovecha para introducir algunas modificaciones en diversas normas ambientales, como la Ley 4/1994, de 8 de julio, sobre protección de los animales de compañía. 

Se modifica la Ley 4/2004, de 30 de junio, de Ordenación del Territorio y Protección del Paisaje en el sentido de crear la Infraestructura Verde de la Comunitat Valenciana, definida como la estructura territorial básica formada por las áreas y elementos territoriales de alto valor ambiental, cultura y visual, y dirigida a garantizar la calidad de vida, la preservación de la biodiversidad y el mantenimiento de los procesos ecológicos básicos. 

Asimismo, se modifica la Ley 11/1994, de 27 de diciembre, de Espacios Naturales Protegidos de la Comunitat Valenciana añadiéndose una nueva disposición adicional sexta que establece ciertas áreas de amortiguación de impactos en el entorno en varios parques naturales. 

J) Aragón 

- Decreto-Ley 1/2010, de 27 de abril, de modificación de diversas leyes de la Comunidad Autónoma de Aragón para la transposición de la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12-12-2006, relativa a los servicios en el mercado interior. (BOCA núm. 86, de 5 de mayo de 2010). 

Esta norma, dictada conforme a los arts. 97.3 y 93.2 del Estatuto de Autonomía de la Comunidad Autónoma de Aragón, que prevén la aplicación y desarrollo del Derecho Comunitario por parte de la C.A de Aragón en el marco de sus competencias, procede a la adaptación del Derecho aragonés a los requisitos establecidos en la Directiva de Servicios y sus normas de transposición estatales, dando cumplimiento a los principios para el acceso a las actividades de servicios y su ejercicio que dicha normativa regula. 

La utilización de la forma de Decreto-ley se justifica por la extraordinaria y urgente necesidad de llevar a cabo esta adaptación al Derecho estatal cuanto antes, bajo riesgo de que se produzca una situación de inseguridad jurídica para los prestadores de servicios que quieran establecerse o ejercer su actividad en Aragón. El Decreto-ley aborda la modificación de la normativa legal, lo cual posibilitará la posterior reforma de la normativa reglamentaria. 

Respecto al medio ambiente, se dedica a ello el Título III, que procede a la modificación de ciertas normas con rango legal. 

En el marco de la Ley 10/2005, de 11 de noviembre, de Vías Pecuarias de Aragon, se procede a la misma modificación que se hizo en el nivel estatal (y que ya hemos comentado), sustituyendo la autorización por una declaración responsable cuando la circulación de vehículos motorizados esté vinculada a una actividad de servicios. 

También se suprime la autorización de las entidades de control y certificación de productos agroalimentarios en el marco de la Ley 9/2006, de 30 de noviembre, de Calidad Alimentaria en Aragón (art. 10) y se introducen otras modificaciones en la Ley 15/2006, de 28 de diciembre, de Montes de Aragón. 

Finalmente, se introduce, al igual que en el Derecho estatal, la necesidad de obtener la Declaración de Impacto Ambiental previamente a la presentación de la comunicación o declaración responsable mediante unamodificación del art. 32 de la Ley 7/2006, de 22 de junio, de Protección Ambiental de Aragón (art. 9). 

- Decreto 84/2010, de 11 de mayo, del Gobierno de Aragón, por el que se establece el marco organizativo para la aplicación en Aragón de la Ley 45/2007, de 13 de diciembre, para el desarrollo sostenible del medio rural. (BOCA núm. 94, de 17 de mayo de 2010). 

Esta norma se fundamenta en las competencias exclusivas de la C.A de Aragón en materia de autoorganización y procedimiento administrativo, en la planificación de la actividad económica y el fomento del desarrollo económico, y en las más específicas de desarrollo integral del mundo rural y tratamiento especial de las zonas de montaña que garantice su modernización y su desarrollo sostenible equilibrado, conforme al art. 71 (aps. 1º, 7º, 17º, 19º y 32º) del Estatuto de Autonomía de Aragón. 

Tiene por objeto el establecimiento de un marco organizativo y competencial para la aplicación en Aragón de la Ley 45/2007, de 13 de diciembre, para el desarrollo sostenible del medio rural, que define el Programa de Desarrollo Rural Sostenible, que persigue mejorar la situación socioeconómica de la población de las zonas rurales y el acceso de éstas a unos servicios públicos suficientes y de calidad. Los órganos de coordinación y de participación a nivel estatal para la aplicación de esta Ley fueron establecidos por el Real Decreto 865/2008, de 23 de mayo, por el que se regula la composición funciones y funcionamiento de la Comisión Interministerial para el Medio Rural, del Consejo para el Medio Rural y de la Mesa de Asociaciones de Desarrollo Rural. 

La Comunidad Autónoma de Aragón desarrolló ya diversos instrumentos dirigidos al cumplimiento de la citada Ley, como el Programa de Desarrollo Rural de Aragón 2007-2013, pero se hace necesario la fijación de criterios generales y organizativos adicionales, que es la tarea que emprende esta norma. 

Así, se establecen criterios generales de organización relativos a la delimitación y calificación de zonas rurales, acciones y medidas que pueden llevarse a cabo y participación de la C.A en la elaboración del Programa de Desarrollo Rural Sostenible, así como principios generales para el, seguimiento y evaluación de la aplicación (Capítulo I), y se definen los órganos colegiados mediante los que se llevará a cabo la programación, participación y seguimiento de las acciones previstas por la Ley 45/2007, estableciéndose la estructura y funciones de la Comisión Interdepartamental para el Medio Rural en Aragón, el Consejo para el Medio Rural de Aragón y los Comités Comarcales para el Desarrollo Rural (Capítulo II). 

Asimismo, se modifica el Decreto 224/2007, de 18 de septiembre, de Estructura Orgánica del Departamento de Presidencia, para incluir en él el Servicio de Acciones Generales y Coordinación Técnica, que funciona como órgano de apoyo técnico y administrativo para la elaboración, ejecución, seguimiento y evaluación del Programa y Planes de zona previstos en la presente norma (disposición final 3ª). 
K) Castilla-La Mancha 

- Ley 7/2009, de 17 de diciembre, que modifica diversas leyes para su adaptación a la Directiva 2006/123/CE, de 12-12-2006, del Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a los Servicios en el Mercado Interior. (DO. Castilla-La Mancha núm. 249, de 23 de diciembre de 2009). 

Esta norma adapta la legislación autonómica castellano-manchega a los requisitos de la Directiva de Servicios. En cuanto al medio ambiente, modifica una serie de leyes: 

En la Ley 7/2007, de 15 de marzo, de Calidad Agroalimentaria de Castilla-La Mancha se modifica la regulación de los órganos de gestión para la representación, defensa y promoción de las figuras de calidad agroalimentarias, suprimiéndose el procedimiento administrativo para su autorización (art. 1). 

Se modifica también la Ley 3/2008, de 12 de junio, de Montes y Gestión Forestal Sostenible de Castilla-La Mancha en el mismo sentido que han hecho otras CC.AA de introducir la aplicación de los principios de publicidad, objetividad, imparcialidad, transparencia y concurrencia a los procedimientos de concesión y autorización para actividades de servicios que vayan a realizarse en montes demaniales. Pero además, paradójicamente limita la duración de estas concesiones y autorizaciones, lo cual va en principio en contra de los criterios de la Directiva de Servicios (art. 2). 

También se modifica la Ley 9/2003, de 20 de marzo, de Vías Pecuarias de Castilla-La Mancha, sustituyéndose la autorización para la ocupación de instalaciones desmontables vinculadas a una actividad de servicios que sean necesarias para el ejercicio de las actividades complementarias por una declaración responsable (art. 3). 

O) Comunidad de Madrid 

- Ley 8/2009, de 21 de diciembre, de Medidas Liberalizadoras y de Apoyo a la Empresa Madrileña. (BOE núm. 63, de 13 de marzo de 2010). 

Esta norma adapta la legislación de la Comunidad de Madrid a los requisitos de la Directiva de Servicios. Respecto al medio ambiente, introduce diversas modificaciones menores en su Capítulo IV en varias leyes, sobre todo de declaración de parques naturales, sin llegar a suprimir ningún régimen autorizatorio ni introducir reformas de mayor calado en el régimen ambiental madrileño. Se modifican la Ley 16/1995, de 4 de mayo, Forestal y de Protección de la Naturaleza de la Comunidad de Madrid, la Ley 20/1999, de 3 de mayo, del Parque Regional del Curso Medio del Río Guadarrama y su entorno, la Ley 6/1990, de 10 de mayo, de Declaración del Parque Natural de la Cumbre, Circo y Lagunas de Peñalara y la Ley 1/1985, de 23 de enero, del Parque Regional de la Cuenca Alta del Manzanares. 

P) Castilla y León 

- Decreto-Ley 3/2009, de 23 de diciembre, de Medidas de Impulso de las Actividades de Servicios en Castilla y León (BO. Castilla y León núm. 32, de 17 de febrero de 2010). 

Esta norma adapta la legislación castellano leonesa a los requisitos de la Directiva de Servicios. En cuanto al medio ambiente, se operan cambios en tres normas. 

En primer lugar, se modifica la Ley 4/1996, de 12 de julio, de Caza de Castilla y León, eliminado la autorización para la puesta en marcha de granjas cinegéticas e introduciendo la necesidad de una declaración responsable. Asimismo, se introduce la necesidad de una comunicación previa para la expedición de piezas de caza viva con destino en Castilla y León y se regula un régimen de infracciones por inexactitud, falsedad y omisión de cualquier dato sobre el cumplimiento de los requisitos exigidos señalados en la declaración responsable previa al inicio de la puesta en marcha de las granjas cinegéticas (art. 7). 

En segundo lugar, se modifica la Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención Ambiental de Castilla y León, introduciéndose la necesidad de una notificación anual al órgano ambiental autonómico competente de los datos sobre emisiones en las actividades e instalaciones de la Comunidad. También se introduce la necesidad de una comunicación previa al inicio de todas las actividades sujetas a autorización y licencia y se regula detalladamente la documentación que se debe acompañar a dicha comunicación de inicio. Se aclara que la comunicación de inicio de actividad no concede facultades al titular en contra de las prescripciones de esta Ley o de los términos de la autorización o licencia ambiental. En la línea de la Directiva de Servicios, las licencias ambientales pasan a concederse por un periodo de vigencia indefinido y se reforma el régimen de renovación de las autorizaciones ambientales (la Ley se basa en la distinción entre licencia ambiental y autorización ambiental, dependiendo del grado en que la actividad afecta al medio ambiente). Asimismo, se introduce en esta norma la misma infracción que ha sido comentada respecto a la Ley de Caza (art. 8). 

Finalmente, se modifica la Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla y León, con objeto de reformar el régimen de las Entidades de Evaluación Acústica, eliminando su control por medio de autorización y sometiéndolas al régimen de declaración responsable con un estricto régimen de requisitos (art. 9). 

II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES 

2. TRIBUNAL SUPREMO 

- Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo contencioso-administrativo, Sección 5ª), de 25 de febrero de 2010 (rec. nº 135/2006). 

En esta Sentencia se resuelve un recurso de casación frente a la Sentencia del TSJ de la Comunidad Valenciana de 4 de noviembre de 2006, mediante la cual se resolvía un recurso contencioso-administrativo contra la Resolución del Consejero de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes de la Generalidad Valenciana de 05-06-2001 por el que se aprobó definitivamente el Plan Especial de Transferencias y Sección de Residuos Sólidos Urbanos del municipio de Alcoy (Alicante). 

La sentencia de instancia había declarado la inadmisibilidad del recurso contencioso administrativo en lo relativo a la impugnación de la declaración de impacto ambiental, siguiendo la jurisprudencia conforme a la cual éste es un acto de trámite. Sin embargo, había estimado el resto de pretensiones, anulando el Plan Especial de transferencia de residuos fundamentándose en el incumplimiento de la distancia mínima de 2.000 metros establecida en el art. 4 del Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas, aprobado por Decreto 2414/1961 (en adelante, RAMINP). 

Dicha sentencia devino firme, al desistir el recurrente del recurso de casación, por lo que el TS limita su pronunciamiento al fondo del asunto, y no a los efectos de la sentencia recurrida (FJ 1º). 

El recurso de casación alega en primer lugar la aplicabilidad al caso de la Ley valenciana 3/1989, de 2 de mayo, de Actividades Calificadas, y no del RAMINP. El TS rechaza dicho motivo porque en el momento de aprobación del Plan Especial de transferencia de residuos era aplicable el RAMINP, al establecerlo así la Ley de Actividades Calificadas en su disposición transitoria primera mientras no se apruebe el nomenclátor calificador de actividades objeto de dicha ley. Dicha tarea fue acometida sólo posteriormente por la Ley valenciana 2/2006, de 5 de mayo, de Prevención de la Contaminación y Calidad Ambiental, pero en el momento del litigio, era aplicable el RAMINP como normativa básica (FJ 3º). 

En segundo lugar, se alega por el Ayuntamiento de Alcoi que debió aplicarse al caso concreto la excepción prevista para casos excepcionales en el art. 15 RAMINP. El TS considera, a partir de la prueba pericial practicada en el proceso, que no concurrían en el supuesto circunstancias de carácter excepcional, añadiendo que los intereses medioambientales que protege el RAMINP al fijar distancias mínimas de emplazamiento precisan una interpretación estricta de sus excepciones, como el mismo Tribunal ha establecido en sentencias anteriores (FJ 6º y 7º). 

En consecuencia, el TS desestima el recurso de casación e impone costas a las partes recurrentes por la cuantía de 3.000 € conforme al art. 139 de la Ley 30/92. 

- Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo contencioso-administrativo, Sección 5ª), de 26 de febrero de 2010 (rec. nº 276/2006). 

En esta Sentencia se resuelve un recurso de casación interpuesto contra la Sentencia del TSJ de Murcia, que desestimó un recurso contra el Acuerdo del Consejo de Gobierno de la Comunidad de Murcia que designaba determinadas áreas geográficas como “Zonas de especial protección para las aves” (en adelante, ZEPA). 

El Acuerdo recurrido daba cumplimiento a lo establecido en la Directiva del Consejo de las Comunidades Europeas 79/409/CEE, de 2 de abril, relativa a la conservación de las aves silvestres (Directiva sobre las aves) y a la Directiva 92/43/CE, de 21 de mayo, sobre conservación de los hábitats naturales y de la fauna y flora silvestres (Directiva sobre los hábitats), recogiendo para cada ZEPA las especies que motivan su clasificación. La sentencia de instancia certifica que, pese a que se trataba de una fase inicial de la Red Natura 2000, en la que se trataba de recoger información previa con base a criterios científicos y técnicos sin afección a derechos o intereses, no debió haberse prescindido del trámite audiencia previsto en el art. 84 Ley 30/92. Sin embargo, en razón de la economía procesal, considera inadecuado anular el acto por tal defecto formal, ya que era de prever que de retrotraerse las actuaciones a dicho trámite, la Administración terminaría dictando el mismo acto, suficientemente avalado por la Comisión Europea, que interpuso recurso ante el TJCE por incumplimiento del Reino de España al no haber clasificado como zonas de protección para las aves en la Comunidad de Murcia aquéllas que la evidencia científica identifica como las más adecuadas (FJ 1º). 

Los recurrentes, “Montesinos Agrícola, S.A” y la “Asociación de propietarios afectados por el plan Red Natura 2000” alegan en casación la omisión del deber de audiencia y la falta de motivación en el acto y la infracción de los arts. 105, 23 y 24 CE, 84 y 63 de la Ley 30/92 y la Ley regional 4/1989 de Conservación de los Espacios naturales y de la flora y fauna silvestres. La Comunidad Autónoma recurrida alega que de no haberse realizado la designación de las ZEPAS, ésta hubiera sido impuesta por el propio TJCE, que hubiera condenado a España (FJ 2º). 

El TS comienza por referirse a su Sentencia de 20 de mayo de 2008, en la que se desestimó un recurso que versaba sobre el mismo Acuerdo del Consejo de Gobierno de Murcia, y reitera lo establecido en la misma: que la audiencia no viene impuesta por las normas comunitarias europeas ni por la Ley murciana 7/1995, de 21 de abril, de fauna silvestre, ya que éste se refiere a la creación de las Áreas de Protección de la Fauna Silvestre de la Región de Murcia, y no a la mera delimitación de una ZEPA (FJ 4º). Sin embargo, el TS aclara, ratificando la sentencia de instancia, que debiera haberse previsto un trámite de audiencia, al tratarse éste de un procedimiento sin regulación legal específica, lo que no impide la validez del Acuerdo, considerado adecuado a las exigencia comunitarias por la propia Comisión Europea (FJ 4º). 

Respecto a la alegada falta de motivación, el TS rechaza dicho motivo al tratarse éste de un acto que no establece ningún régimen jurídico ni, por tanto, limitación alguna para los titulares de los terrenos incluidos en el perímetro de dicha delimitación. Además de ello, consta en los informes previos al acuerdo la justificación de la delimitación realizada (FJ 5º). 

Tampoco juzga el TS que pueda darse desviación de poder del art. 67 Ley 30/92, ya que queda evidentemente clara que la finalidad del Acuerdo es el cumplimiento de las exigencia del Derecho comunitario y la respuesta al procedimiento que se sigue contra España ante el TJCE a instancia de la Comisión (FJ 6º). 

En consecuencia, el TS declara no haber lugar al recurso de casación y, conforme al art. 139.2 LJCA, impone costas a las partes recurrentes por la cuantía de 2.500 € (FJ 7º). 

- Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo contencioso-administrativo, Sección 5ª), de 23 de marzo de 2010 (rec. nº 6404/2005). 

En esta Sentencia se resuelve un recurso de casación contra la Sentencia del TSJ de Valencia de 20 de julio de 2005, por la que se desestimaba un recurso frente al Acuerdo del Consejo de Gobierno de la Generalidad Valenciana de 10 de septiembre de 2002, sobre aprobación del Catálogo de Zonas Húmedas de la Comunidad Valenciana. 

La demanda de instancia se fundaba en la indebida inclusión en el Catálogo como Zona Húmeda nº 3 del Marjal de Nules-Burriana, alegando la recurrente que la Administración había incurrido en arbitrariedad, a incumplir dicha inclusión los requisitos que justifican la declaración de zona húmeda, entre ellos el preceptivo Estudio de Impacto Ambiental (FJ 2º). 

La Sentencia del TSJ de Valencia juzgó, a través del examen y valoración de la documentación obrante en el expediente administrativo y la incorporada en el proceso judicial, que la citada Zona 3 reunía los requisitos para su consideración como zona húmeda, al reunir valores patrimoniales y etnológicos de contención contra la intrusión y erosión, además de valores paisajísticos y turísticos. Respecto a la alegada arbitrariedad, indicó que la actividad de catalogación es una actividad discrecional de la Administración, y que la arbitrariedad o falta de racionalidad de sus soluciones ha de probarse, sin que los órganos jurisdiccionales puedan sustituir los criterios técnicos y objetivos de la Administración por otras determinaciones que no sean rigurosas, motivadas y debidamente acreditadas, como es jurisprudencia asentada del TS. Respecto a la falta de Estudio de Impacto Ambiental, la sentencia de instancia dice que un Catálogo de zonas húmedas no persigue específicamente la protección ambiental y no puede equipararse a un plan especial de conservación, por lo que, y en consonancia con la Ley valenciana 2/1989, de 3 de marzo, de Impacto Ambiental y su Reglamento de desarrollo, aprobado mediante Decreto de 5 de octubre de 1990, no contemplan la necesidad de realizar dicho Estudio de Impacto ambiental en este supuesto (FJ 3º). 

El recurso de casación, interpuesto por el Ayuntamiento de Nules, esgrime cuatro motivos (FJ 4º): 

1) infracción de las normas reguladoras de la sentencia, al remitirse ésta a lo establecido en otras sin identidad de supuestos, por lo que habría falta de motivación. 

2) infracción de las normas reguladoras de la sentencia, al incurrir ésta en incongruencia omisiva por no dar respuesta a los principales motivos de la pretensión de nulidad del acto impugnado: la arbitrariedad de la metodología empleada al elaborar el Catálogo de zonas húmedas. 

3) infracción de la LEC y de la jurisprudencia del TS sobre valoración de la prueba, indicando que ésta ha sido arbitraria, al tomar en consideración exclusivamente las pruebas que beneficiaban las tesis de la administración. 

4) infracción del Texto Refundido de la Ley de Aguas (RD-Legislativo 1/2001, de 20 de julio) y del Reglamento del Dominio Público Hidráulico (RD 846/1986, de 11 de abril, RDPH), al calificar de humedal una zona que carece de los requisitos legales para ello. 

El TS rechaza los dos primeros motivos del recurso, para lo cual repasa la jurisprudencia existente respecto a ambos extremos. En relación con la incongruencia omisiva, dice que "debe distinguirse entre lo que son meras alegaciones o argumentaciones aportadas por las partes en defensa de sus pretensiones " , sin que las primeras requieran "una respuesta explícita y pormenorizada" , mientras que, por el contrario, las pretensiones si exigen "de respuesta congruente ... ". Además, dicha omisión solo puede vulnerar la tutela judicial efectiva si provoca la indefensión de alguno de los justiciables". Y respecto a la exigencia de motivación, dice que "el deber de motivación de las resoluciones judiciales no autoriza a exigir un razonamiento jurídico exhaustivo y pormenorizado de todos los aspectos y perspectivas que las partes puedan tener de la cuestión que se decide, sino que deben considerarse suficientemente motivadas aquellas resoluciones judiciales que vengan apoyadas en razones que permitan conocer cuáles hayan sido los criterios jurídicos fundamentadores de la decisión, es decir, la "ratio decidendi" que ha determinado aquélla". 

En el caso particular, el TS considera que la sala de instancia ha dado cumplida respuesta motivada y razonada a las pretensiones de la recurrente. Indica que no puede hacerse reproche alguno a que la sentencia de instancia incluya argumentos y razones utilizados por la misma sala en anteriores sentencias, y que la falta de motivación se hubiera producido si la sentencia se hubiera quedado en un examen general de la cuestión sin descender al examen de la cuestión concreta, cosa que no sucedió (FJ 6º). 

A continuación, el TS desestima también el tercer motivo, al no hallar arbitrariedad en la valoración de la prueba, añadiendo además que el recurso de casación no es el cauce adecuado para revisar la apreciación de la prueba realizada por los jueces de instancia. La sala de instancia realizó una valoración del testimonio pericial de la recurrente conforme a las reglas de la sana crítica, y encontrándolo contradictorio, incompleto y sesgado, con reiterados errores en la apreciación de datos, consideró que no revestía el necesario nivel de seriedad y objetividad como para tenerlo en cuenta (FJ 7º). 

Finalmente, el TS desestima el último motivo, ya que las normas alegadas lo que hacen es definir las zonas húmedas en función de sus características físicas, y es precisamente la concurrencia en el terreno litigioso de dichas características físicas lo que llevó a su calificación como zona húmeda (FJ 8º). 

En consecuencia, el TS procede a desestimar el recurso de casación y, conforme al art. 139.2 LJCA, condena a la parte recurrente en costas por la cuantía de 3.000 € (FJ 9º). 

- Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo contencioso-administrativo, Sección 4ª), de 6 de abril de 2010 (rec. nº 6553/2005). 

En esta Sentencia se resuelve un recurso de casación de “VODAFONE ESPAÑA S.A” contra la Sentencia del TSJ de la Comunidad Valenciana de 20 de julio de 2005, que estimaba parcialmente un recurso contra la Ordenanza Municipal Reguladora de las Condiciones para la Instalación y Funcionamiento de Determinados Sistemas de Telecomunicaciones en el término municipal de Alcoy (Alicante). 
La sentencia de instancia concebía las atribuciones administrativas sobre ordenación de las telecomunicaciones como una competencia concurrente, reconociendo competencias municipales en la materia conforme a la STS de 15 de diciembre de 2003. Reconoció, en concreto, la competencia para someter la instalación de antenas de telefonía móvil a un programa de implantación, pero anuló la exigencia de un seguro de responsabilidad civil a los operadores y la exigencia de licencia de actividades calificadas. 

El motivo de casación de la recurrente es la prohibición, por parte de la Ordenanza, de la instalación de estaciones base de telefonía móvil a una distancia inferior a 100 metros en determinadas zonas sensibles y la imposición de límites de densidad de potencia más restrictivos que los establecidos en la normativa estatal (el RD 1066/2001, de 28 de septiembre, por el que se aprueba el Reglamento que establece condiciones de protección del dominio público radioeléctrico, restricciones a las emisiones radioeléctricas y medidas de protección sanitaria frente a emisiones radioeléctricas). Alega que esto infringiría los arts. 29, 43.1 y 44.1 de la Ley General de Telecomunicaciones (LGT), de los que se deduciría la competencia exclusiva del Estado para establecer los límites de densidad de potencia, cuestión que se acometió con el citado RD 1066/2001, que no señala sino una obligación de reducir la exposición a radiaciones en los lugares sensibles. Cuestiona también la recurrente, con carácter general, la posibilidad de que las Corporaciones Locales ejerzan competencias en materia de sanidad que no estén incorporadas previamente a una norma estatal o autonómica. 

El TS comienza por recordar el marco jurisprudencial en el que se mueve el ejercicio de las competencias atribuidas a los municipios cuando afecte a la regulación de las telecomunicaciones. Así, en las SSTS de 15 de diciembre de 2003 y de 4 de julio de 2006 se dice fundamentalmente que “La competencia estatal en relación con las telecomunicaciones no excluye la del correspondiente municipio para atender a los intereses derivados de su competencia en materia urbanística, con arreglo a la legislación aplicable, incluyendo los aspectos de estética y seguridad de las edificaciones y medioambientales”. Dicha competencia “no puede entrar en contradicción con el ordenamiento ni traducirse, por ende, en restricciones absolutas al derecho de los operadores a establecer sus instalaciones, ni en limitaciones que resulten manifiestamente desproporcionadas” (FJ 3º). 

Afirmada la competencia municipal, el TS centra el debate en la pregunta sobre si los Ayuntamientos, al establecer sus Ordenanzas reguladoras en materia de telecomunicaciones, están legitimados para establecer medidas adicionales de protección a las fijadas en la normativa estatal. Para responder a esta cuestión, el TS se remite a lo ya establecido en la Sentencia de 17 de noviembre de 2009: que en razón del carácter “no cerrado” del riesgo que los campos electromagnéticos generan sobre la población, los municipios están legitimados para establecer normas preventivas más restrictivas que la estatal, siendo ésta ya una jurisprudencia asentada (FJ 3º). 
El TS no hace imposición en costas al tenor del art. 139.2 LJCA. 

- Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo contencioso-administrativo, Sección 4ª), de 4 de mayo de 2010 (rec. nº 4801/2006). 

En esta Sentencia se resuelve un recurso parecido al anterior y en un sentido similar. El recurso de casación lo interpone “TELEFÓNICA MÓVILES ESPAÑA, S.A.U” contra la Sentencia del TSJ de Castilla-La Mancha de 10 de julio de 2006, mediante la cual se estimaba parcialmente un anterior recurso de Telefónica contra la Ordenanza Municipal para la Ordenación de las Telecomunicaciones en el término municipal de Toledo.

La citada Ordenanza establecía unos requisitos sanitarios para las instalaciones de telecomunicaciones mucho más estrictos que los presentes en la normativa estatal (el RD 1066/2001). Exigía a los operadores la presentación de un plan de implantación al momento de solicitar la correspondiente licencia de instalación, obligaba al uso compartido de infraestructuras instaladas, obligaba a la instalación de las infraestructuras en suelo no urbanizable con distancia de seguridad de 1200 m respecto de suelo urbano consolidado o en vías de consolidación, suelo urbanizable o de futuro desarrollo, zonas residenciales, polígonos industriales y lugares en los que se desarrollan actividades deportivas, laborales o lúdicas, con especial atención a centros educativos o sanitarios o de la tercera edad. El nivel máximo de emisiones era de 0,1 microwatio/cm2, que es el recomendado en la Conferencia de Salzburgo, 4.500 veces más estricto que los límites vigentes en nuestro país. También se exigía la adecuación de todas las instalaciones existentes a dichas prescripciones en un plazo no superior a nueve meses y se exigía la suscripción de un seguro de responsabilidad civil, así como la adaptación continua a las sucesivas nuevas tecnologías. Hay que tener en cuenta que en Castilla-La Mancha rige la Ley 8/2001, de 28 de junio, para la Ordenación de las instalaciones de radiocomunicación, que fija los mismos restrictivos límites, y que está recurrida de inconstitucionalidad ante el TC (Recurso de inconstitucionalidad número 2194/2002), que levantó la suspensión de dicha disposición, por lo que la Ley está vigente y la Ordenanza de Toledo es consecuente con ella, aunque no con la normativa estatal. 
La Sentencia de instancia reconocía la competencia municipal para atender a los intereses derivados de su competencia en materia urbanística, con arreglo a la legislación aplicable, incluyendo los aspectos de estética y seguridad de las edificaciones y medioambientales, sin que dicha competencia pueda entrar en contradicción con el ordenamiento ni traducirse, por ende, en restricciones absolutas al derecho de los operadores a establecer sus instalaciones, ni en limitaciones que resulten manifiestamente desproporcionadas, lo cual es jurisprudencia asentada a día de hoy. La Sentencia de instancia consideró ajustadas a derecho la mayoría de las anteriores restricciones. 

El recurso de casación de Telefónica se fundamenta en el quebrantamiento de las formas esenciales del juicio en su modalidad de infracción de las normas reguladoras de la sentencia y en la infracción de normas del ordenamiento jurídico y de la jurisprudencia aplicables a la resolución del debate. 

El TS constata que la Sentencia ha incurrido en incongruencia omisiva, al no dar cumplida respuesta a una serie de cuestiones que se plantearon sobre la Ordenanza de Toledo teniendo ello por efecto la indefensión de la recurrente (FJ 2º). 

A continuación, el TS entra a analizar cada uno de los extremos de la Ordenanza de Toledo. Afirma la capacidad del municipio de someter la actividad a licencia de funcionamiento,  de exigir un plan de implantación de red y de someter la instalación a requisitos urbanísticos y medioambientales, juzgando que no ha quedado acreditado que dichos requisitos supongan una restricción absoluta al servicio. Respecto a los deberes de conservación y revisión conforme a la mejor tecnología disponible, el TS indica que esto puede entenderse como una “cláusula de progreso”, y cita y secunda cierta jurisprudencia que la admite (SSTS de 16 de julio de 2008 y de 6 de abril de 2010, comentada aquí). Respecto al procedimiento de solicitud de licencia de funcionamiento, que la Ordenanza regula detalladamente, el TS considera ajustadas a derecho la mayoría de prescripciones, pero anula la exigencia de conformidad del titular del terreno o finca sobre la que se ha de ubicar la instalación, pues conforme al art. 27 LGTel de 2003, el operador tiene derecho a la ocupación de la propiedad privada, ocupación que se impone con carácter imperativo al propietario. Por tanto, esta disposición de la Ordenanza contradice el Derecho estatal y ha de ser anulada. Respecto a la exigencia del seguro de responsabilidad civil, siguiendo una asentada jurisprudencia, el TS anula dicha disposición, así como otra relativa al cómputo del plazo para la resolución del expediente, que contradecía lo establecido en la Ley 30/92 y ciertas cuestiones menores (FJ 3º). 

Por tanto, el TS declara haber lugar a recurso de casación, anulando la STSJ de Castilla-La Mancha y estimando parcialmente el recurso de TELEFÓNICA. De conformidad con el art. 139 LJCA, el TS no impone costas. 

III) OTROS DOCUMENTOS RELEVANTES. 

- Proyecto de Ley de protección contra la contaminación acústica de Aragón (BOCA de 13 de octubre de 2009, núm. 169). 

No ha terminado todavía la tramitación de este Proyecto de Ley, del que se dio noticia en la sesión de diciembre de 2009. Cuando se apruebe, esta Ley tendrá una gran incidencia local, al reservarse a los Municipios la competencia para dictar ordenanzas sobre contaminación acústica susceptibles de ampliar el grado de protección respecto a las previsiones contenidas en el Proyecto de Ley. 
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